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Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la demandante, contra el auto proferido el catorce (14) de abril del corriente año, por el Juzgado Primero Civil del Circuito, dentro de este Proceso Ejecutivo (por obligación de hacer), promovido por ANICÉFORA DIAZ, mediante apoderado, en contra de la ONG –AESCO- Asociación Americana España Solidaria y Cooperación.




RESUMEN DE ANTECEDENTES:




Ante el citado despacho judicial compareció la actora para pedir que “se construyan las vías vehiculares internas en concreto asfáltico de la Urbanización Villa del Lago I etapa, como obligación exigible desde el nueve (9) de enero de 2007..”




Por los perjuicios estimados bajo juramento en la suma de $300.000.oo mensuales




Por los intereses moratorios a la tasa máxima pertimida desde la fecha antes citada, hasta que se cumpla la obligación.




Subsidiariamente pidió que en caso de que el demandado no cumpla oportunamente la obligación de hacer, “pague la cantidad referida como perjuicios y los intereses moratorios al tenor de lo dispuesto en el artículo 504 del C. de P. Civil” y se le condene al pago de costas.




La causa para pedir se hizo consistir, en esencia, que la entidad demandada, mediante convenio de Cooperación Internacional No. IDM-001 de 2006, suscrito con el Instituto de Desarrollo Municipal de Dosquebradas, se comprometió a desarrollar “proceso constructivo de actuación urbanística y vivienda de interés social” a favor de la “comunidad emigrada” con familiares en Colombia.




La demandante, mediante escritura pública #4852 de diciembre 27 de 2007 de la Notaría Unica de Dosquebradas, adquirió la casa #16 de la manzana 2 de la Urbanización Villa del Lago, inmueble que fue construido por la demandada AESCO en desarrollo del convenio citado.




AESCO se comprometió también a “Desarrollar el globo de terreno objeto del proyecto, equipándolo de vías..”, obligación que en sucesivas comunicaciones ratificó ante los beneficiarios del plan de vivienda Villa del Lago, la cual, sin embargo, no ha cumplido desde el 9 de enero de 2007, fecha en que incurrió en mora.




En interrogatorio de parte absuelto por la representante legal de la ONG –AESCO- reconoció no haber cumplido con la obligación de hacer consistente en construír vías vehiculares internas en concreto asfáltico en la urbanización antes citada.




La obligación de la demandada es clara, expresa y exigible y se basa en la confesión realizada al tenor de lo dispuesto por el artículo 294 del C. de P. Civil.




Con el libelo se acompañó una copiosa documentación relativa al convenio de cooperación ya referido, la prueba de la existencia y representación de la ONG demandada, lo mismo que el interrogatorio de parte absuelto por la representante legal de ésta.




Sin embargo el juez a-quo se negó a librar mandamiento de pago porque, así lo afirma, “no se aportó el título ejecutivo” habida cuenta que “en ninguno de los documentos allegados con el libelo consta una obligación clara, expresa y exigible a cargo de la entidad demanda y a favor de la señora Díaz”. También ordenó la devolución de los anexos sin necesidad de desglose.




Tal decisión motivó el recurso de apelación del agraviado que basa su inconformidad en que el juez a-quo no motivó su decisión comoquiera que no se percató que el título ejecutivo consta en la confesión hecha por la representante legal de la entidad demandada y que éste, a su vez, contiene una obligación clara, expresa y exigible.




El recurso ha sido tramitado conforme a la ley y para resolverlo se expresan las siguientes




CONSIDERACIONES DE LA SALA:



El recurso es procedente por virtud de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 505 del C. de P. Civil




Si bien es cierto, como lo pone de presente el recurrente, que el auto atacado está impregnado de un excesivo laconismo, no lo es menos que, en el fondo, está asistido por la razón y ello lo hace confirmable en esta instancia.




Porque no basta con afirmar que como la representante legal de la ONG demandada confesó que no había cumplido el compromiso de realizar obras de tanta envergadura como la construcción de “vías vehículares alternas en la urbanización Villa del Lago” (confesión que está por verse, como se analizará luego), entonces, la obligación es clara, expresa y exigible y “de plazo vencido” como lo sostiene el recurrente.




No.




Que una obligación sea clara, significa que no ofrezca motivo de duda en cuanto a su contenido jurídico. Que la naturaleza de la obligación y los elementos que la conforman –como el objeto y su término- no permitan el menor asomo de incertidumbre sobre su existencia. Aquí, la obligación demandada no tiene ese carácter porque de la documentación acercada no se deduce de manera cierta e inequívoca que la entidad demandada haya echado sobre sus hombros la responsabilidad de construír, ella misma, vías alternas a favor de la demandante, menos aún si se considera que a la firma del convenio, como partes principales, solamente concurrieron la ONG demandada y el Instituto de Desarrollo Municipal (IDM) de Dosquebradas.




Tampoco es una obligación expresa porque no aparece ‘manifiesta en la redacción misma del título’ de manera tal que su existencia jurídica esté delimitada en su forma y en su fondo. Es un convenio del cual ni siquiera formó parte la ejecutante.




Y menos aun es exigible porque no hay allí un término vencido que legitime a la demandante para pedir, ella sola, que se le construyan obras que por su naturaleza, de gran magnitud, están destinadas a centenares de personas.




Y es que en rigor jurídico la señora Anicéfora Díaz se está arrogando una legitimación de la que carece porque, como persona natural, está reclamando para sí unas obras de infraestructura que deben ir dirigidas a la comunidad (persona jurídica) a la que pertenece. Tanto es así que ella, como demandante, está en imposibilidad jurídica de aportar “la minuta o el documento que debe ser suscrito por el ejecutado” que exige el inciso primero del artículo 501 del C. de P. Civil.


 

Por último, la confesión que el recurrente ve tan nítida y esclarecedora de la obligación a cargo de la demandada, no lo es tanto, porque si bien la representante acepta que asumieron hacer unas construcciones, a renglón seguido aclara que “las obras externas son responsabilidad del Municipio” (de Dosquebradas, se anota) precisión que hace reiteradamente hasta señalar que “esta responsabilidad es del municipio porque como sociedad civil no tenemos porque asumir las obligación que son del estado (sic)…”




De tal suerte que, contrario a lo que sostiene el recurrente, esa confesión, si la hay, debe aceptarse “con las modificaciones, aclaraciones y explicaciones concernientes al hecho confesado..” tal como lo manda el artículo 200 del C. de P. Civil, lo que significa, en otras palabras, que no se debe interpretar en los términos tan simples como pretende hacerlo el recurrente para cimentar un hipotético título ejecutivo.

 


Se confirmará, en consecuencia, el auto apelado sin que haya lugar a condena en costas.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,




RESUELVE:




1º) SE CONFIRMA el auto proferido el catorce (14) de abril del corriente año por el Juzgado Primero Civil del Circuito en este proceso Ejecutivo (por obligación de hacer) promovido por ANICÉFORA DIAZ, en contra de la ONG –AESCO- Asociación Americana España Solidaria y Cooperación. 
2º) No hay lugar a condena en costas. 



COPIESE Y NOTIFIQUESE:



Los Magistrados,




Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
   Fernán Camilo Valencia López 
 

� Ver folios 51, 52 del cdno. ppal.
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